
 

 
 

INICIATIVA QUE EXPIDE LA LEY GENERAL PARA PREVENIR, ATENDER Y ELIMINAR EL 

ACOSO ESCOLAR, A CARGO DEL DIPUTADO JACOBO DAVID CHEJA ALFARO, DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO 

El que suscribe, diputado Jacobo David Cheja Alfaro, integrante del Grupo Parlamentario de Movimiento 

Ciudadano, en la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo señalado en los artículos 

71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 

del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión; somete a consideración la 

siguiente iniciativa con proyecto de decreto que crea la Ley General para prevenir, atender y eliminar el 

Acoso Escolar ; de conformidad con el siguiente: 

Planteamiento del Problema 

En México, el tema del acoso escolar no ha sido abordado de manera formal, el primer antecedente de cifras 

sobre maltrato escolar infantil son las consultas juveniles e infantiles realizadas por el Instituto Federal Electoral 

(IFE) en los años 2000 y 2003: 

“32 por ciento de los menores de 15 años consultados afirmaron ser víctimas de maltrato en la escuela; más 

de 15 por ciento aseguró ser insultado y 13 por ciento dijo ser golpeado por sus compañeros.” 

Derivado de estos datos, el Instituto Nacional de Pediatría decidió iniciar un estudio serio y profundo sobre el 

tema. Sus conclusiones fueron presentadas a finales de 2008 y confirman que el acoso entre alumnos está 

aumentando. (Fuente: página de la SEP. 

http://sep.gob.mx/es/acosoescolar/Datos_y_Cifras ) 

Dicho comportamiento es conocido como bullying (término inglés), que es el equivalente de acoso escolar, 

también conocido como hostigamiento escolar o violencia escolar, y se refiere a cualquier forma de maltrato 

psicológico, verbal o físico producido entre escolares de forma reiterada a lo largo de un tiempo determinado. 

El bullying o acoso escolar es uno de los mayores problemas de este país. Según las estadísticas recopiladas 

hasta 2017, México es el país del mundo que más casos de bullying o acoso escolar registra al año. La 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico OCDE) estima que unos 18 millones 782 mil 

alumnos de educación básica han padecido acoso escolar alguna vez. 

Un trabajo que Ipsos Public Affairs dio a conocer en junio de este año, muestra que de entre 30 países, México 

tiene uno de los niveles más altos de ciberbullying en redes sociales con un 73 por ciento. El asunto ya tiene 

solidos antecedentes en nuestro país, donde 4.5 millones de niñas, niños y adolescentes de 12 a 19 años han sido 

víctimas de ciber acoso, según lo publicado en el boletín del Instituto Nacional de las Mujeres (Inmujeres Año 

2, Número 7, del 15 de julio de 2016) .Este tipo de acoso puede ser observado por una gran cantidad de 

espectadores, un número indefinido de veces y en la mayoría de las ocasiones, son su propios compañeros de 

escuela los agresores. 

En medio de la violencia que se vive en el país, la única forma de afrontar el bullying que declaran haber 

padecido al menos uno de cada tres niños y adolescentes en México, es generando nuevas pautas de convivencia 

en las comunidades educativas, reconociendo que el acoso escolar no se limita a los estudiantes, sino que 

además, se da de autoridades administrativas hacia maestros y de los propios alumnos hacia sus docentes, según 

lo plantea la Red por los Derechos de la Infancia en México (Redim). 



 

 
 

Si bien el término bullying o acoso escolar hoy en día resulta muy conocido, antaño cuando aún no se 

conceptualizaba el maltrato infantil entre los mismos niños, no había una referencia clara a dicho fenómeno, es 

por ello que se considera necesario hacer un recuento, así como un manejo de términos y conceptos relativos a 

dicho ámbito, con el principal propósito de dimensionar y/o delimitar éste para los efectos propios de diversos 

análisis, que sirven de referencia para la presente Iniciativa. 

Cabe señalar que si bien los estudiosos del tema han considerado que existe el bullying en otros ámbitos como 

el trabajo o el hogar, la mayoría de los estudios conceptuales, se circunscriben en el contorno meramente 

escolar. 

El bullying o acoso escolar puede abordarse desde tres campos de estudio: desde el campo de la salud, como un 

problema médico psicológico y físico, desde el campo de la sociología como un fenómeno o hecho social que 

afecta la convivencia en el ámbito escolar y trasciende al ámbito familiar y a la comunidad o sociedad en la que 

se presenta; y desde el campo del derecho como una conducta antisocial llevada a cabo por menores de edad 

con poca o nula regulación al respecto. 

El bullying o acoso escolar es cualquier tipo de violencia entre compañeros en la que uno o varios alumnos 

molestan y agreden de manera constante y repetida a uno o varios compañeros, quienes no pueden defenderse 

de manera efectiva y generalmente están en una posición de desventaja o inferioridad. Los tipos más frecuentes 

son el maltrato físico, verbal, psicológico, sexual, y últimamente también el ciberbullying . 

El bullying o acoso escolar se presenta tanto en escuelas públicas como privadas y su práctica puede incidir en 

un bajo rendimiento académico, reprobación e incluso deserción, en virtud de que, estos comportamientos son 

ignorados por los directivos, docentes y personal encargado de la disciplina y control de los alumnos, porque 

también se ignoran las quejas, denuncias y reclamos de quienes están siendo víctimas de bullying , sin prestarles 

la atención que requieren cuando necesitan ser escuchados, o porque los alumnos víctimas de bullying o acoso 

escolar no externan lo que está sucediendo por temor a represalias mayores, y por la falta de coordinación y 

comunicación con los padres de familia respecto al comportamiento de sus hijos. Las estadísticas siguen al alza 

y no nos favorecen. 

En un estudio publicado por la Cepal en agosto de 2011 se señala que un 11 por ciento de los estudiantes 

mexicanos de primaria han robado o amenazado a algún compañero, mientras que en secundaria alcanza a poco 

más de un 7 por ciento. Asimismo, se señala el porcentaje de estudiantes de sexto grado de primaria que 

declaran haber sido en su escuela, víctimas de: robo 40.24 por ciento, insultados o amenazados 25.35 por ciento, 

golpeados 16.72 por ciento, o atravesado por algún episodio de violencia 44.47 por ciento. 

De acuerdo con cifras de Estudios de Investigación de la UNAM y el Politécnico publicados en mayo de 2014, 

de los más de 26 millones 12 mil 816 estudiantes en educación preescolar, primaria y secundaria; alrededor del 

60 por ciento han sufrido bullying o acoso escolar, una cifra que según el Instituto Nacional de Pediatría va en 

aumento con cada nueva generación. 

Cifras oficiales de la Secretaría de Salud en el mismo año estiman que el 59 por ciento de los suicidios por 

razones diversas en México, están inducidos por el acoso físico, psicológico y ahora hasta cibernético entre 

estudiantes, y se concentra en nueve entidades: estado de México, Jalisco, Ciudad de México, Veracruz, 

Guanajuato, Chihuahua, Nuevo León, Puebla y Tabasco. Los casos de suicidio en niños de 10 a 13 años han 

aumentado. 

No obstante, dentro de las escuelas sigue siendo muy común la práctica de comportamientos de violencia, que 

no se encuentran contemplados ampliamente en las leyes en comento, como lo es el bullying o acoso escolar al 



 

 
 

que líneas arriba nos hemos referido, derivados por la discriminación con base por ejemplo: en la apariencia 

física, el estatus socioeconómico o raza o por el contrario, sin causa ni provocación alguna, que genera un clima 

o ambiente escolar poco o nulo de confianza para la víctima, y trae como consecuencia la baja autoestima, la 

falta de respeto por sí mismo, depresiones, y orilla a que los victimarios caigan en la comisión de conductas 

antisociales tipificadas como delitos, tales como los casos de robo, lesiones que requieren hospitalización y 

pueden dejar marcas o cicatrices permanentes, violaciones sexuales e incluso la inducción al suicidio, por el 

constante acoso u hostigamiento que ocasionan los alumnos que recurren a este tipo de conductas. 

En virtud de lo anterior, y con el propósito de tener información confiable y de calidad para la política nacional 

de prevención social de la violencia y la delincuencia, la Secretaría de Gobernación (Segob) y el Instituto 

Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) trabajaron de manera conjunta en el diseño de la Encuesta de 

Cohesión Social para la Prevención de la Violencia y la Delincuencia (Ecopred) 2014. 

La Ecopred es la primera encuesta en su tipo a nivel internacional que ofrece estimaciones a escala nacional 

sobre dichos factores de riesgo que enfrentan –especialmente los niños y jóvenes de 12 a 29 años en sus 

contextos individua, familiar, escolar, laboral y comunitario–, entre los que se encuentran: acoso escolar, 

maltrato físico, robo con o sin violencia, amenazas, extorsión, acoso por las características personales del 

joven y violencia sexual. 

Adicionalmente, la Ecopred permite hacer estimaciones sobre los delitos o maltratos que afectan de manera 

directa a los niños y jóvenes, tales como: acoso por los atributos del niño o joven (incluye bullying ), acoso a 

través de las pertenencias del niño o joven (incluye bullying ), maltrato físico , robo sin violencia, robo con 

violencia, amenazas, extorsión, difamación por medios electrónicos (incluye cyberbullying ) , manoseo o 

tocamiento ofensivo, y estupro o violación sexual. 

Con la Ecopred se estima que durante 2014 se generaron 19.8 millones de delitos y actos de 

maltrato asociados a 4.5 millones de víctimas de 12 a 29 años en las 47 ciudades de interés. Lo anterior 

representa una tasa de 4.4delitos y maltratos por cada niño o joven victimizado; así como una tasa de 

prevalencia de 46 mil 426 víctimas por cada cien mil niños y jóvenes de 12 a 29 años durante 2014. 

Recientemente la Secretaría de Educación Pública (SEP) ha puesto en marcha dos vías de comunicación para 

los casos de bullying o acoso escolar, donde conseguir información en caso de prevención, o atender y 

denunciar en caso de que el acoso escolar sea una realidad. La primera es la vía telefónica y la segunda es una 

página web. El sitio de internet está compuesto por las secciones Alumnos, Docentes, Familia y Lo que Debes 

Saber. En cada una de ellas se explica qué es el bullying o acoso escolar, quiénes participan y cómo 

reconocerlo. Además, se exponen algunas soluciones para resolver problemas de forma pacífica. En dicha 

página, cada entidad federativa cuenta con un responsable, al que se canalizan las quejas que llegan por entidad. 

Asimismo, para combatir parte de la violencia escolar, la Secretaría de Educación Pública ha implementado 

algunos programas como el de Escuela Segura que, sin embargo, no ha cubierto todos los aspectos que 

implican cumplir con un clima de confianza que coadyuve con el logro de objetivos de aprendizaje, por 

presentarse comportamientos que pueden considerarse como riesgos para el bienestar y la convivencia escolar. 

A pesar de todos estos esfuerzos, tanto a nivel federal como en la mayor parte de los gobiernos locales existe 

nula o poca legislación sobre la figura del bullying o acoso escolar esto ha ocasionado que en aquellos casos, en 

los cuales no se ocasionan daños físicos visibles que reúnan elementos para ubicarlos como un tipo penal, 

quedan impunes, sin incluso llegarse a conocer pero sí perjudicando psicológica y emocionalmente al alumno 

víctima y por el contrario se está contribuyendo a potenciar las conductas delictivas de muchos niños y 

adolescentes bajo el amparo de la intimidación. 



 

 
 

Además, las normas aplicables a las niñas y a las adolescentes deberán estar dirigidas a visibilizar, promover, 

respetar, proteger y garantizar, en todo momento, sus derechos en aras de alcanzar la igualdad sustantiva con 

respecto a los niños y a los adolescentes; y, en general, con toda la sociedad. 

Argumentación 

La educación en México es un derecho consagrado e inherente a todo individuo a través del artículo 3o. 

constitucional, en el cual se establece que éste tiene derecho a recibir educación y que la misma, desde el nivel 

básico y hasta la media superior será obligatoria. El Estado, integrado por la Federación, estados y municipios, 

es el facultado y obligado para impartirla. Dicha educación básica obligatoria se conforma por la educación 

preescolar, primaria y secundaria. 

Las bases, criterios y lineamientos que se establecen y dan fundamento al Sistema Educativo Mexicano en el 

mencionado artículo 3o. constitucional, se regulan a través de la Ley General de Educación. En dicho 

fundamento se pugna por una educación libre de violencia, la promoción de la cultura de la paz y la no 

violencia, así como, contribuir al aprecio para la dignidad de la persona, sustentar los ideales de fraternidad e 

igualdad y evitar los privilegios. 

De acuerdo con la Unicef, la Convención sobre los Derechos del Niño (CND), adoptada de forma unánime por 

la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1989, es el primer instrumento internacional que establece 

que todas las niñas, niños y adolescentes, sin ninguna excepción, tienen derechos y que su cumplimiento es 

obligatorio para todos los países que la han firmado, incluido México, que la ratificó en septiembre de 1990. 

La CDN establece los derechos de los niños, niñas y adolescentes en 54 artículos y dos Protocolos 

Facultativos. Define los derechos humanos básicos que disfrutan los niños y niñas en todas partes: el derecho 

a la supervivencia; al desarrollo pleno; a la protección contra influencias peligrosas, los malos tratos y la 

explotación; y a la plena participación en la vida familiar, cultural y social. 

Del mismo modo, se destaca la reforma al artículo 18 constitucional, mediante la cual se transforma el antiguo 

sistema tutelar de justicia para menores infractores y se sientan las bases para la creación de un sistema integral 

de justicia para adolescentes en conflicto con la ley penal acorde con la CDN. La reforma obligó a la Federación 

y a los estados a establecer, en el ámbito de sus competencias, este nuevo sistema y a crear instituciones, 

tribunales y autoridades especializados para su aplicación. 

Las mencionadas reformas dieron lugar a su vez a la emisión de la Ley General para la Protección de los 

Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, el 4 de diciembre de 2014, cuyo objeto es garantizar a éstos la tutela 

y el respeto de los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución, así como establecer los principios 

básicos conforme a los cuales el orden jurídico mexicano habrá de proteger y garantizar tales derechos. 

Asimismo, dio pie a la posterior emisión de leyes homólogas en los estados de la República. 

Como vemos, el marco jurídico de México al respecto, está conformado por la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, los tratados internacionales aprobados y ratificados por el país y éstas leyes 

federales y locales. México ha ratificado numerosos tratados internacionales en materia de derechos humanos, 

por lo que nuestro país se ve en la necesidad de ir adecuando sus sistemas jurídicos nacionales y locales a los 

estándares mínimos reconocidos por estas convenciones y a realizar reformas legislativas al marco jurídico 

constitucional. 

A nivel federal, se han presentado distintas iniciativas en dicha materia, como la iniciativa para crear la Ley 

General Para la Prevención y Atención de la Violencia Escolar, propuesta por el senador Mario Delgado en 



 

 
 

diciembre de 2012 y que ignoramos por qué no prosperó; o Iniciativas de reforma a la Ley General de 

Educación, como la del pasado 12 de diciembre de 2017 promovidas por diputadas PAN y del PRI, en las que 

ya se habla de elaborar protocolos de actuación sobre situaciones de acoso escolar para el personal docente y 

padres de familia, y armonizada con aspectos importantes de la Ley General de los Derechos de Niñas , Niños y 

Adolescentes, como el interés superior de la niñez y el acceso a una vida libre de violencia. 

Sin embargo, consideramos que es necesaria un nueva Ley específica en esta problemática del acoso escolar, 

que nos tiene en la mira de los organismos internacionales, porque no hemos asumido la responsabilidad 

suficiente para bajar el índice que nos mantiene en primer lugar con este tipo de violencia, ni llevado a cabo 

acciones concretas que hagan frente total a este fenómeno que está rebasando ya nuestras capacidades. 

Asimismo, son varias ya las entidades preocupadas por el tema del acoso escolar o bullying , que incluso tienen 

ya sus propias leyes estatales para atacar dicho fenómeno, como es el caso de Ciudad de México, Tamaulipas, 

Nayarit, Puebla, Veracruz, Morelos, Baja California, Colima, Guanajuato, Coahuila, Querétaro, Jalisco, Nuevo 

León, Aguascalientes Sinaloa (ciberbullying ), Zacatecas, Hidalgo, Yucatán, Quintana Roo, Chihuahua, Oaxaca 

y la recién aprobada en el estado de México a través del que suscribe la presente Ley general. 

En términos generales se puede advertir que el bullying o acoso escolar es una manifestación de violencia, que 

debido a las dimensiones que ha alcanzado, en cuanto al impacto de los quienes lo sufren, como son las niñas, 

niños y adolescentes (hasta llegar incluso al suicidio y/o homicidio), es que tanto la Federación como los 

Estados, deben tomar cartas en el asunto; porque se ha convertido en un tema trascendental; por lo que hemos 

considerado imprescindible crear e impulsar la iniciativa de Ley General para prevenir, atender y eliminar el 

Acoso Escolar. 

Esta nueva Iniciativa de Ley servirá para que la comunidad escolar —alumnos, profesores, administrativos, 

autoridades escolares, padres de familia— cuenten con un marco de referencia específico para actuar en la 

prevención, atención y eliminación del acoso escolar, conocido también como bullying , para establecer con 

perfecta claridad la definición, las modalidades y las formas de identificar el acoso escolar. 

La nueva Ley propuesta contempla como obligación de la comunidad escolar, hacer del conocimiento de las 

autoridades escolares (figuras establecidas en la Ley de Educación y en la Ley General de los Derechos de 

Niñas, Niños y Adolescentes), cualquier situación constitutiva de acoso escolar, por lo que en cada centro 

escolar deberá haber un responsable para la recepción de denuncias; se señala que toda medida contra el acoso 

escolar tendrá como finalidad su prevención, detección, atención y eliminación. 

También se establece que, entre otras obligaciones, el director de cada centro escolar deberá implementar y 

vigilar el cumplimiento del reglamento interno en materia de seguridad escolar del centro escolar, respecto a la 

prevención, detección, atención y eliminación del acoso escolar; promover y verificar la capacitación del 

personal a su cargo en la atención del acoso escolar; dar a conocer a la Secretaría de Educación de los actos 

constitutivos de acoso escolar, cuando se requiera la intervención de otra dependencia u organismo para la 

atención de la situación, y canalizar el caso a las autoridades pertinentes en si se tratara de la comisión de un 

delito. 

Además, contempla que los alumnos, personal directivo, docente, administrativo y de apoyo, así como los 

padres de familia que durante el ciclo escolar se destaquen por su comportamiento para prevenir, detectar, 

atender y eliminar el acoso escolar, puedan ser motivo de reconocimiento por parte de las autoridades del centro 

escolar. 



 

 
 

Se indica igualmente sobre que la Secretaría de Educación expedirá un Protocolo de actuación como 

instrumento rector en materia de acoso escolar, (como ya lo estipula la Ley General de Educación de acuerdo a 

la últimas reformas del 12 de diciembre de 2017), el cual servirá como base para que en cada centro escolar se 

cuente con un plan escolar que será autorizado por la propia Secretaría de Educación del país. En la elaboración 

de dicho plan, participan los padres de familia, se coordinarán con el directivo o encargado del centro escolar y 

se podrá invitar a la comunidad escolar. 

Del mismo modo, contempla la obligación para las escuelas de remitir un informe a la Secretaría de Educación 

que contenga un sumario de las denuncias recibidas y las acciones tomadas en cada caso. Esta información será 

la base para la integración de un Registro Nacional de Incidencia de Acoso Escolar de forma anual. 

De esta manera, las políticas públicas que realicen las autoridades del gobierno federal, estatales y de los 

gobiernos municipales, así como todas las acciones que lleven a cabo los sectores privado y social, pueden tener 

como base los principios de esta Ley y los datos que arrojen los Informes y el Registro Nacional de Incidencia 

de Acoso Escolar de forma anual. 

Cabe señalar que la presente iniciativa no contraviene ninguna de las leyes generales relacionadas a la 

protección de los derechos de niñas niños y adolescentes, ni la Ley General de Educación; las complementa, 

toda vez que su único fin es delimitar el marco de acción para prevenir, atender y eliminar el acoso escolar 

o bullying en México; con la finalidad de coadyuvar en garantizar el pleno goce, respeto, protección y 

promoción de los derechos humanos de nuestras niñas, niños y adolescentes. 

Fundamento Legal 

Por lo anteriormente expuesto se somete a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de: 

Decreto 

Con fundamento en lo señalado en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estado Unidos 

Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados Federal del honorable 

Congreso de la Unión. 

Artículo Único. Se expide la: 

Ley General para prevenir, atender y eliminar el Acoso Escolar 

Capítulo I  

Disposiciones Generales 

Artículo 1. Las disposiciones generales de esta Ley son de orden público, interés social y observancia general, 

y tienen por objeto: 

I. Establecer los principios y criterios que, desde la perspectiva de una cultura de paz, enfoque de género y de 

derechos humanos de la infancia y juventud, orienten el diseño e instrumentación, evaluación y control de las 

políticas públicas para reconocer, atender, erradicar y prevenir la violencia física, moral y emocional escolar, 

dentro de la educación básica. 

II. Diseñar mecanismos, instrumentos y procedimientos tendentes a garantizar el derecho de los estudiantes 

que integran la comunidad educativa a una vida libre de acoso escolar promoviendo su convivencia pacífica. 



 

 
 

III. Fomentar la participación de la comunidad escolar y de la sociedad civil, para lograr que se cumpla el 

objeto y principios de esta Ley. 

IV. Coadyuvar en el seguimiento en el diseño e instrumentación de las políticas públicas en materia de 

prevención y atención de la violencia escolar, que formulen las autoridades educativas federales o locales. 

V. Fomentar y en su caso implementar programas federales de coordinación interinstitucional para prevenir, 

detectar, atender y eliminar el acoso escolar. 

VI. Promover la corresponsabilidad social, la adición comunitaria y la promoción de valores, para garantizar 

un ambiente libre de acoso escolar en todo México. 

VII. La actuación de las autoridades ante los casos de acoso escolar, estará enmarcada en lo dispuesto por la 

Ley General de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes. 

Artículo 2. Los principios y ejes rectores de esta Ley, son: 

I. El interés superior de la infancia. 

II. El respeto a la dignidad humana y a los Derechos Humanos. 

III. La prevención de la violencia. 

IV. La no discriminación. 

V. Interdependencia. 

VI. La igualdad. 

VII. Resolución no violenta de conflictos. 

VIII. La cohesión comunitaria. 

IX. La promoción de la cultura de paz. 

X. La tolerancia. 

XI. La coordinación interinstitucional. 

XII. El pluriculturalismo y reconocimiento de la diversidad. 

Dichos principios serán la base para el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas públicas que 

realicen las autoridades competentes, así como todas las acciones que lleven a cabo los sectores privado y social 

para prevenir y atender el acoso escolar. 

Artículo 3. Para efectos de esta Ley, además de lo previsto por la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños 

y Adolescentes, y la Ley General de Educación, se entenderá por: 



 

 
 

I. Acosador: Autor material o intelectual que ejerza actos de acoso escolar en contra de estudiantes de la 

Institución Escolar. 

II. Coacosador: Quien, sin ser autor material o intelectual, coopere en la ejecución de actos de acoso escolar 

III. Comunidad educativa: la conformada por las y los estudiantes, así como por el personal docente, 

directivos escolares, personal administrativo de las escuelas, padres de familia y, en su caso, tutores. 

IV. Cultura de la paz: el conjunto de valores, actitudes, comportamientos, modos de vida y acciones que 

reflejan el respeto de la vida de la persona humana, de su dignidad y sus derechos, el rechazo de la violencia 

en todas sus formas de terrorismo, y la adhesión a los principios de libertad, justicia, solidaridad, tolerancia y 

entendimiento tanto entre los pueblos como entre los grupos y las personas. 

V. Estudiante: Toda persona que curse sus estudios en algún centro escolar de educación básica en México 

que cuente con reconocimiento de validez oficial de estudios por parte de las autoridades correspondientes. 

VI. Ley: La Ley para Prevenir, Atender y Eliminar el Acoso Escolar. 

VII. Protocolo: Al Protocolo para Prevenir, Detectar, Atender y Eliminar el Acoso Escolar, documento rector 

en la materia expedido por la Secretaría de Educación de México, y/o el Protocolo que para tal efecto se 

señala en la Ley General de Educación. 

VIII. Programa Nacional: Programa Nacional de Protección de los Derechos de las Niñas, Niños y 

Adolescentes. 

IX. Receptor de Acoso Escolar: Estudiante contra quien se efectúa el acoso escolar. 

X. Secretaría: Secretaría de Educación Pública de México. 

XI. Acoso Escolar: Cualquier forma de actividad violenta dentro del entorno escolar que incluye el abuso 

verbal y el abuso físico que atenta contra la dignidad de los integrantes de la comunidad educativa, generando 

repercusiones físicas, emocionales, morales y sociales. 

Artículo 4. Son autoridades del país competentes para la aplicación de la presente Ley: 

I. El Presidente de la República, a través de la Secretaría. 

II. Las demás autoridades educativas que la Ley General de Educación reconoce. 

Artículo 5. En plena observancia a la Ley de Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes de México, las 

autoridades establecidas en el artículo anterior, podrán solicitar la colaboración en la atención de casos de acoso 

escolar, de manera enunciativa, más no limitativa a las instancias siguientes: 

I. Secretaría de Salud. 

II. Secretaría de Desarrollo Social. 

III. Secretaría de Gobernación, a través de la Comisión Nacional de Seguridad. 



 

 
 

IV. Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia. 

V. Procuraduría General de la República. 

Artículo 6. El Presidente de la República, por conducto de la Secretaría, tendrá la facultad de suscribir 

convenios de colaboración con instancias estatales, nacionales y extranjeras a fin de cumplir los objetivos de la 

presente Ley. 

Artículo 7. Corresponde a la Secretaría: 

I. Elaborar y difundir material educativo para la prevención, atención y eliminación del acoso escolar. 

II. Coordinar campañas de información sobre dicho tema. 

III. Elaborar y expedir el Protocolo de Actuación para Prevenir, Detectar, Atender y Eliminar el Acoso 

Escolar, aplicable ante los actos de acoso y violencia en el ambiente escolar y que es el mismo que señala la 

Ley General de Educación. 

IV. Aplicar una encuesta anual entre la comunidad educativa para identificar los centros educativos con 

mayor incidencia de acoso escolar, la cual servirá como apoyo en la instrumentación de acciones para atender 

dichos problemas. 

V. Llevar a cabo estudios, investigaciones, informes y diagnósticos que permitan conocer la incidencia del 

fenómeno de acoso escolar. 

VI. Difundir el Protocolo mencionado en la presente Ley, y recibir propuestas y denuncias de acoso escolar. 

VII. Establecer mecanismos gratuitos de asesoría, orientación, y reporte de casos de acoso escolar. 

VIII. Fomentar la participación de organizaciones de la sociedad civil, asociaciones de padres de familia, y 

vecinales con el objeto de fomentar su participación en acciones para prevenir, atender y eliminar el acoso 

escolar. 

IX. Hacer del conocimiento de las autoridades competentes los casos de acoso escolar que puedan resultar 

constitutivas de infracciones o delitos; y 

X. Las demás que señalen las disposiciones aplicables. 

Artículo 8. Corresponde a los estados: 

I. Coordinar y mantener comunicación con las autoridades correspondientes para enfrentar el acoso escolar. 

II. Implementar programas de asesoría jurídica y psicológica a los receptores de acoso escolar. 

III. Realizar campañas de difusión sobre cultura de paz en los ámbitos familiar, educativo, comunitario, 

social y familiar, en coordinación con Instituciones como el DIF municipal y de cada entidad. 

IV. Las demás que le señalen las disposiciones legales aplicables. 



 

 
 

Artículo 9. Corresponde a las autoridades educativas en cada centro escolar: 

I. Vigilar el cumplimiento e implementación del Protocolo, a fin de atender y reducir la incidencia del acoso 

escolar en cada plantel educativo. 

II. Promover la cultura de la paz entre los miembros de la comunidad escolar. 

III. Dar a conocer a la Secretaría y a las autoridades competentes, los actos constitutivos de acoso escolar 

para su debida atención. 

IV. Coadyuvar en las diligencias que las autoridades competentes realicen como parte de la investigación que 

corresponda en los casos de acoso escolar. 

V. Notificar a los padres o tutores de los generadores o receptores de acoso escolar. 

Capítulo II  

Definición, Características y Modalidades del Acoso Escolar. 

Artículo 10. El acoso escolar es toda forma de violencia, agresión, maltrato e intimidación psicológica, 

emocional, física directa o indirecta, sexual, verbal o cibernética; dentro o fuera del centro escolar, producido 

entre estudiantes de una comunidad educativa, de forma reiterada. 

Dicha conducta genera entre quien o quienes ejercen el acoso y quien o quienes la reciben una relación 

jerárquica de dominación - sumisión, en la que el estudiante generador de maltrato vulnera en forma constante 

los derechos fundamentales del estudiante receptor del maltrato pudiendo ocasionarle repercusiones en su salud, 

interfiere en el rendimiento escolar, integración social genera depresión, inseguridad, baja autoestima, entre 

otras consecuencias que ponen en riesgo su integridad física y mental; perjudica la disposición de un estudiante 

a participar o aprovechar los programas o actividades educativos del centro escolar, al hacerle sentir un temor 

razonable a sufrir algún daño de cualquier tipo. 

También se considera acoso escolar cuando se ocasiona daño o menoscabo en las pertenencias del estudiante, 

como la sustracción, desaparición, ocultamiento o retención de sus objetos. 

Artículo 11. El acoso escolar se identificará por: 

I. Comportamiento intencional y dañino, provocando presión hacia el receptor, quien se encuentra en 

situación de indefensión, aun cuando éstos no sean denunciados. 

II. Conducta ofensiva en contra de miembro o miembros de la comunidad escolar, que provoque un 

desequilibrio de poder entre ofensor y receptor. 

III. Persistencia de dichas acciones de forma reiterada, cuya duración va de días, meses o años. 

IV. Realización de dichas acciones por una o varias personas contra uno u otros, sin que exista provocación 

por parte de la víctima. 

V. Provocación de algún tipo de daño en el receptor. 

Artículo 12. Las modalidades en términos de esta Ley en que se identificará el acoso escolar son las siguientes: 



 

 
 

I. Acoso o violencia física directa: toda acción que de manera intencional cause daño corporal al estudiante 

receptor. 

II. Acoso o violencia física indirecta: toda acción u omisión que ocasiona daño o menoscabo en las 

pertenencias del estudiante receptor. 

III. Acoso o violencia psicoemocional: toda acción u omisión dirigida a desvalorar, intimidar o controlar las 

acciones y comportamientos que provoquen en el estudiante receptor, alteraciones auto cognitivas y auto 

valorativas que integran su autoestima o alteraciones en alguna esfera de su estructura psíquica. 

IV. Acoso o violencia verbal: toda acción no corporal en la que se emplea el lenguaje ofensivo, denigrante o 

peyorativo, que de manera intencional o no, transgrede la dignidad del receptor. 

V. Acoso o violencia cibernética: la que se produce mediante plataformas virtuales y herramientas 

tecnológicas para exponer o exhibir la intimidad del menor ante otras personas con la finalidad de propinar 

algún daño. 

VI. Acoso o violencia sexual: toda acción u omisión que amenaza, pone en riesgo o lesiona la libertad, 

seguridad, integridad y desarrollo psicosexual de las y los estudiantes, como miradas o palabras lascivas, 

hostigamiento, prácticas sexuales no voluntarias, acoso, violación o el uso denigrante de la imagen de las y 

los estudiantes. 

Artículo 13. El acoso escolar se encuentra prohibido y será considerado como tal, cuando: 

I. Se lleve a cabo dentro de las instalaciones de un centro escolar, en las inmediaciones, o en otro lugar donde 

los sujetos tengan una relación por la pertenencia al mismo centro escolar o a centros escolares distintos. 

II. Se lleve a cabo durante el desenvolvimiento de un programa o actividad escolar a cargo de un centro 

escolar. 

III. Suceda en el interior de un vehículo de transporte escolar. 

IV. Ocurra en visitas culturales y educativas del centro escolar a museos, teatros, centros arqueológicos entre 

otros, o en actividades recreativas como las visitas a centros deportivos, cines, lugares vacacionales y de 

esparcimiento; entre estudiantes un mismo centro escolar o centros escolares distintos; 

V. Se suceda en los alrededores del centro escolar, y se pueda determinar la pertenencia del educando o los 

educandos a dicho centro escolar adjunto. 

Fuera de los casos anteriormente señalados, si las conductas de acoso y violencia escolar se realizan entre 

educandos, serán sancionadas como lo establezca el derecho común. 

Capítulo IIIDel Protocolo para Prevenir, Detectar, Atender y Eliminar el Acoso Escolar 

Artículo 14. El Protocolo es el instrumento rector en materia de acoso escolar que establecerá los mecanismos 

de actuación aplicados por la comunidad escolar en los centros escolares, que será elaborado, expedido y 

autorizado por la Secretaría, y contendrá los capítulos de detección, prevención, atención y eliminación del 

acoso escolar. 



 

 
 

El protocolo servirá como base para que en cada centro escolar se cuente con un Plan Escolar que será 

autorizado por la Secretaría. En la elaboración de dicho Plan o Protocolo, participarán los padres de familia los 

cuales se coordinarán con el director o encargado del centro escolar y se podrá invitar a toda la comunidad 

escolar a que participe. 

Artículo 15. En los centros escolares se deberá proporcionar capacitación y adiestramiento sobre el Protocolo, 

tanto a los directores como a los docentes y empleados que tengan contacto directo con los educandos; el 

Protocolo será incluido en los programas de capacitación de todo directivo, docente y empleado que pertenezca 

al centro escolar. 

Artículo 16. El Protocolo debe diseñarse para que sea aplicado en todos los grados escolares. El contenido del 

Protocolo tendrá como base las acciones previstas en la Ley de Educación, además de las siguientes: 

I. Prevención. La prevención del acoso escolar podrá realizarse mediante la implementación de las acciones 

siguientes: 

a) Difundir por escrito y de manera verbal entre la comunidad escolar la descripción de la conducta que es 

considera acoso escolar, así como la Declaratoria que prohíbe el acoso escolar hacia cualquier alumno. 

b) Difundir por escrito y de manera verbal la Declaratoria donde se prohíbe cualquier acto de represalia o 

venganza en contra de cualquier persona que denuncie un caso de acoso escolar. 

c) Difundir el procedimiento de actuación de estudiantes, padres de familia, docentes, administradores, 

directivos escolares y a la comunidad escolar en general en la identificación, prevención y cómo responder 

a actos de violencia escolar. 

d) Establecer el procedimiento para informar de manera periódica y constante a los padres del receptor de 

acoso escolar, sobre las medidas tomadas para evitar que nuevamente sea víctima del mismo. 

e) Difundir información sobre el tipo de servicios e instituciones públicas, como el DIF municipal y de cada 

entidad, que pueden coadyuvar para prevenir y en su caso eliminar el acoso escolar, esto en apoyo para 

receptor y generador de violencia escolar, así como terceros afectados. 

f) Fomentar en los estudiantes una enseñanza basada en el respeto a los valores y derechos humanos 

inherentes a toda persona. 

g) Proporcionar capacitación e instrucciones a estudiantes, padres de familia, docentes, directivos escolares 

y a la comunidad escolar en general, para la prevención de actos de acoso escolar. 

II. Detección. La detención del acoso escolar se realizará por las causas siguientes: 

a) Detectar el acoso escolar que sea reportado por denuncia directa o anónima de cualquier persona; 

b) Establecer los lineamientos sobre la actuación del docente, directivo, personal administrativo y cualquier 

autoridad educativa que tenga conocimiento de actos de violencia escolar. 

c) Por la participación de los cuerpos de seguridad al intentar evitar o presenciar el acoso escolar; 



 

 
 

d) Por los mensajes anónimos denigrantes o insultantes, dirigidos hacia uno o varios educandos, escritos en 

cualquier documento o lugar del centro educativo; 

e) Por el aislamiento y depresión manifiesta que presente algún educando, presuntamente receptor de acoso 

escolar; 

f) Por la negativa o resistencia inexplicable de algún estudiante para asistir a su centro escolar. 

III. Atención. La atención adecuada al acoso escolar , se puede dar llevando a cabo las propuestas siguientes: 

a) Acciones específicas para proteger al receptor de acoso escolar, que haya intermediado denuncia, por 

cualquier represalia que pueda sufrir a consecuencia de denunciar. 

b) Procedimiento de respuesta por parte del centro escolar ante cualquier caso de violencia o acoso escolar. 

c) Procedimiento para la aplicación de mecanismos alternativos de solución de conflictos, como la 

mediación y la conciliación; así como el otorgamiento del perdón por el estudiante receptor, seguido de una 

amonestación con promesa formal de no reincidir en la conducta violenta por parte del estudiante agresor. 

d) Procedimiento para canalizar a receptores y generadores de acoso escolar a tratamientos psicológicos 

especializados. De no contar en el Centro educativo con dicho servicio, canalizar a los estudiantes 

involucrados en acoso escolar a las instituciones públicas de la entidad y municipios como el Sistema DIF u 

otras competentes que pudieran coadyuvar en estos casos. 

e) Determinar si cada acto de acoso escolar puede ser atendido y eliminado por el centro escolar y 

determinar un proceso de remisión de dicho acto a la autoridad competente. 

f). Estableciendo acciones concretas para realizar reuniones periódicas entre los padres del generador y el 

educando receptor de acoso escolar, con la finalidad de registrar los avances existentes tendientes a 

erradicar este mal; asimismo celebrar reuniones informativas con los psicólogos encargados de dar 

tratamiento a las partes inmiscuidas en el acoso escolar, con el propósito de dar seguimiento adecuado a 

cada caso. 

g) Cuando algún centro escolar por conducto de su director, solicite el apoyo y la intervención de la 

Secretaría en los casos difíciles detectados de acoso escolar; será la Secretaría la encargada de determinar 

en cada caso concreto, hacia qué autoridad u organismo público o privado canaliza la atención de los casos 

planteados, lo cual hará del conocimiento al directivo del centro escolar que corresponda, y éste a su vez lo 

informará a los padres o tutores de los educandos directamente involucrados en los casos difíciles de acoso 

escolar , a la asociación de padres de familia y a la comunidad escolar en general. 

IV. Eliminación. La eliminación del acoso escolar podrá llevarse a cabo, llevando a cabo las propuestas 

siguientes: 

a) Consecuencias y acciones que se deben de llevar a cabo por parte de los directivos escolares o autoridad 

educativa responsable, en contra del generador de violencia. 

b) Descripción de consecuencias y acciones en contra de aquella persona que haya presentado una 

acusación falsa de manera intencional. 



 

 
 

c) Procedimiento de aviso de un acto de Acoso escolar. 

d) Procedimiento de investigación de un acto de Acoso escolar. 

e) Procedimiento para documentar cualquier incidente de acoso escolar. Documentos e información que 

deben ser incluidos en el Informe sobre acoso escolar que se menciona en el artículo 17 de la presente ley. 

f) Fomentar el hábito y la cultura de la denuncia de todo acto relacionado con el acoso escolar con la 

finalidad de erradicar este mal definitivamente; 

g) Determinar las acciones a implementar para el caso de que el estudiante agresor, después de haber 

recibido tratamiento psicológico especializado, no haya sido posible su rehabilitación. 

h) Determinar que se hará con el estudiante agresor que habiendo recibido una o más sanciones por haber 

realizado conductas de acoso escolar, persiste en cometer estas conductas. 

Sin detrimento de lo anterior, la Secretaría podrá incluir otras acciones o procedimientos a seguir cuando lo 

estime necesario y conveniente para prevenir, detectar, atender y eliminar el acoso escolar, y en estricto apego a 

las Leyes pertinentes. 

Artículo 17. Al término de cada ciclo escolar, los centros escolares deberán remitir un informe ante la 

Secretaría donde contenga un sumario de las denuncias recibidas y las acciones tomadas y se anexarán las 

copias de las denuncias recibidas y toda la documentación que respalde el actuar de la autoridad escolar 

correspondiente en la resolución de los incidentes. 

Artículo 18. La Secretaría deberá determinar en cada caso concreto, cuando un centro escolar le solicite su 

intervención, hacia qué autoridad u organismo público o privado canaliza la atención del mismo; lo cual hará 

del conocimiento al directivo del centro escolar que corresponda. 

Artículo 19. Cualquier medida contra el acoso escolar tendrá como finalidad su prevención, detección, atención 

y eliminación. Los centros escolares coadyuvarán en garantizar a los estudiantes el pleno respeto a su dignidad e 

integridad física y moral dentro de la convivencia escolar, en la aplicación de cualquiera de este tipo de 

medidas. 

Artículo 20. Los alumnos, personal directivo, docente, administrativo y de apoyo, así como los padres de 

familia que durante el ciclo escolar se destaquen por su comportamiento para prevenir, detectar, atender y 

eliminar el acoso escolar, serán reconocidos puntalmente por las autoridades del centro escolar. 

Capítulo IV  

Derechos, Prohibiciones y Obligaciones de la Comunidad Escolar 

Artículo 21. Los reglamentos internos de los centros escolares a que refiere la Ley de Educación deberán 

especificar derechos, obligaciones y prohibiciones tendientes a prevenir y eliminar el acoso escolar, a través de 

medidas de carácter disuasivo, correctivo y educativo; y en su caso, estipular las sanciones a aplicar en cada 

caso, tomando como parámetro lo estipulado en la presente Ley. 

Artículo 22. La persona receptora de cualquier tipo y modalidad de acoso escolar o de maltrato escolar tiene 

derecho a: 



 

 
 

I. Ser tratada con respeto a su integridad y el ejercicio pleno de sus derechos tanto por la comunidad 

educativa, como por las autoridades competentes. 

II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las autoridades del gobierno federal cuando se 

encuentre en riesgo su integridad física o psicológica. 

III. Recibir información, veraz y suficiente que le permita decidir sobre las opciones de atención. 

IV. Contar con asesoría y representación jurídica gratuita y expedita. 

V. Recibir información, atención y acompañamiento médico y psicológico. 

VI. Acceder a procedimientos expeditos y accesibles de procuración y administración de justicia. 

VII. A ser canalizada a las instancias correspondientes para su atención oportuna según sean las 

circunstancias y las necesidades de cada caso. 

VIII. En caso de riesgo grave a que se dicten medidas cautelares tendientes a salvaguardar su integridad física 

y asegurar su derecho a la vida, integridad y dignidad. 

IX. A la reparación del daño moral y, en su caso, a recibir una indemnización o el pago de daños y perjuicios. 

Artículo 23. La persona que por sus actos se define como generadora de acoso escolar o de maltrato escolar 

tiene derecho a: 

I. Ser tratada con respeto a su integridad y el ejercicio pleno de sus derechos. 

II. Contar con protección inmediata y efectiva por parte de las autoridades cuando se encuentre en riesgo su 

integridad, al ser receptores de violencia en otros contextos. 

III. Recibir información, veraz y suficiente que le permita decidir sobre las opciones de atención. 

IV. Contar con asesoría psicológica y representación jurídica gratuita y expedita. 

V. Recibir información, atención y acompañamiento médico y psicológico por las instancias 

correspondientes, según sean las circunstancias y las necesidades de cada caso. 

VI. Acceder a procedimientos expeditos y accesibles de procuración y administración de justicia. 

Artículo 24. Las autoridades, en el ámbito de su competencia, deberán adoptar todas las medidas pertinentes 

que aseguren a las personas integrantes de la comunidad educativa la protección y el cuidado necesarios para 

preservar su integridad física, psicológica y social sobre la base del respeto a su dignidad. 

Capítulo V  

El Reporte 

Artículo 25. Será prioridad y obligación de la comunidad escolar hacer de conocimiento de las autoridades 

educativas competentes cualquier situación constitutiva o presumiblemente constitutiva de violencia escolar. 



 

 
 

Artículo 26. En todo caso, cualquier persona estará facultada para poner en conocimiento de las autoridades 

competentes, los casos que detecten de acoso escolar. La misma facultad tendrán los cuerpos de seguridad que 

atiendan casos de acoso escolar, independientemente del procedimiento legal que hayan llevado a cabo dichas 

autoridades contra el agresor o agresores, por haber detectado la comisión de algún delito. 

Artículo 27. Los directores y subdirectores de los centros escolares serán los primeramente responsables de 

recibir los reportes de acoso escolar para la elaboración del informe por escrito sobre los estudiantes 

involucrados como agresor o receptor; y en todo caso, en cada centro escolar deberá estar presente una persona 

directamente responsable, para la recepción de los reportes. En la dirección del centro escolar y en la puerta de 

ingreso, deberá de exhibirse el nombre de la persona responsable de la recepción de los reportes de acoso 

escolar. 

Capítulo VI  

Infracciones y Sanciones 

Artículo 28. Las sanciones aplicables a todos los agresores o generadores del acoso escolar serán en la medida 

del daño causado al educando receptor, pudiendo ser desde una amonestación; suspensión de tres o más días 

hasta la posible canalización a instituciones de atención y apoyo psicológico a menores de edad, en caso de que 

el agresor sea un docente o autoridad escolar, la máxima autoridad del plantel escolar, aplicará la normatividad 

administrativa, levantará la denuncia civil o penal, si con la conducta de acoso escolar se hubiese cometido 

algún delito. 

Artículo 29. El incumplimiento y la violación a las normas previstas en la presente ley, será sancionado 

conforme a este capítulo y las normas jurídicas del derecho común que sean aplicables al caso. 

Artículo 30. Los padres de familia o tutores de los acosadores, serán conminados a llevar a estos a los 

tratamientos psicológicos y médicos recomendados por las autoridades escolares a fin de atender la 

problemática de acoso, hasta la conclusión exitosa del acoso escolar, dejando evidencia de todos los casos de 

acoso escolar en el Informe anual que estipula la presente ley. 

Artículo 31. Las sanciones y medidas disciplinarias para los acosadores o coacosadores por acoso escolar serán 

las siguientes: 

I. Amonestación privada: Consiste en una reprimenda verbal, mediando un reporte escrito de manera 

preventiva que se hace al agresor, sobre las posibles consecuencias de su conducta, y de las sanciones que se 

le aplicaran por una futura reincidencia. 

II. Suspensión de uno a tres días: Cuando el acosador o coacosador reincidan en acoso escolar y que 

previamente hayan sido sancionados por amonestación privada, esta reprimenda será para que se abstengan 

de continuar realizando acciones de acoso escolar, con la advertencia mayores consecuencias en caso de 

reincidencia. 

III. Suspensión de tres a siete días: Para los acosadores o coacosadores que reincidan en acoso escolar y que 

previamente hayan sido sancionados con amonestación privada y suspensión de uno a tres días, sanción que 

deberá ir acompañada de las tareas que de acuerdo al programa de estudio vigente, durante el tiempo que 

determine el director del centro escolar. Además, deberá de someterse a terapias con psicólogo especializado. 

IV. Transferencia de grupo o turno: Para los acosadores o coacosadores que reincidan en acoso escolar y que 

previamente hayan sido sancionados por lo establecido en las fracciones I, II y III del presente artículo. 



 

 
 

V. Transferencia a otro centro escolar: Consistirá en la baja definitiva del centro escolar donde se encuentre 

inscrito el agresor, cuando hayan sido agotadas todas las sanciones anteriores y exista reincidencia en su 

conducta agresiva, por lo que será canalizado al Sistema Educativo del Estado para su reubicación. 

Artículo 32. El personal docente, administrativo y directivo escolar, se hará acreedor a sanciones en términos 

de la legislación aplicable, cuando: 

I. Tolere, consienta, permita o participe en el acoso escolar. 

II. No tome las medidas para intervenir en los casos de acoso escolar de conformidad con lo que se señala en 

el Protocolo y la presente Ley. 

III. Oculte a los padres o tutores de los generadores o receptores de violencia escolar, los casos del mismo. 

IV. Proporcione información falsa u oculte información a las autoridades competentes, sobre hechos de acoso 

escolar y violaciones a esta Ley. 

V. Cometa otra acción u omisión contrarias a este ordenamiento. 

VI. Se viole la confidencialidad de los datos contenidos en los expedientes de los estudiantes inmiscuidos en 

casos de acoso escolar. 

Artículo 33. Los directores de los centros escolares, o en su caso la máxima autoridad de los centros escolares, 

serán los primeramente responsables de aplicar previo informe, la sanción o sanciones correspondientes al 

acosador o coacosadores. 

Artículo 34. Cuando por la gravedad de la conducta de acoso escolar, conlleve como consecuencia la comisión 

de algún delito, cualquier persona que tenga conocimiento del delito cometido procederá a denunciar los hechos 

ante la autoridad ministerial competente. 

Transitorios 

Primero. Dentro de los 30 días naturales siguientes a que culmine el ciclo escolar que esté en curso a la entrada 

en vigor de la presente ley, los directivos o encargados de los centros escolares deben entregar a la Secretaría de 

Educación Pública la información relativa a la incidencia de acoso escolar. 

Segundo. La Secretaría de Educación Pública deberá integrar el registro nacional de incidencia de acoso 

escolar, dentro de los 180 días hábiles siguientes al plazo señalado en el transitorio anterior. 

Tercero. La Secretaría analizará técnicamente toda la información recibida por cada centro escolar, con la 

finalidad de obtener un diagnóstico preciso sobre la situación real de cada uno. De acuerdo a la señalado en la 

presente Ley, y en los transitorios de la Ley General de Educación, la Secretaría expedirá el Protocolo para 

Detectar, Prevenir, Atender y Eliminar el acoso escolar, de acuerdo a los tiempos que ahí se definen. 

Cuarto. Los directivos o encargados de los centros escolares tendrán 60 días hábiles para remitir a la Secretaría 

sus respectivos planes escolares para detectar, prevenir, atender y en su caso eliminar el acoso escolar a efecto 

de que sean autorizados y aprobados para que sean posteriormente aplicados. 



 

 
 

Quinto. La Secretaría, en un plazo que no excederá de seis meses, deberá concluir de autorizar y aprobar, o, en 

su caso analizar y hacer observaciones a los proyectos de planes escolares y remitirlos nuevamente a los centros 

escolares. 

Sexto. Publíquese el presente Decreto de Ley en El Diario Oficial de la Federación. 

Séptimo. El presente Decreto entrará en vigor a los 30 días hábiles siguientes a su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los cuatro días de octubre de 2018. 

Diputado Jacobo David Cheja Alfaro (rúbrica) 

 

 


